VULNERACIÓN A LA TUTELA PROCESAL EFECTIVA EN LAS INVESTIGACIÓN FISCALES DE LOS DELITOS COMUNES EN LA SALA PENAL LIQUIDADORA DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE HUÁNUCO – 2014 by Flores Medrano, Paul Antonio
 
   
 
UNIVERSIDAD DE HUANUCO 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 








“VULNERACIÓN A LA TUTELA PROCESAL EFECTIVA EN 
LAS INVESTIGACIÓN FISCALES DE LOS DELITOS 
COMUNES EN LA SALA PENAL LIQUIDADORA DE LA 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE HUÁNUCO – 2014” 
 




PAUL ANTONIO FLORES MEDRANO 
 
Docente Asesor:  






































Indefectiblemente a mis entrañables 
padres, esto pues, es por su merced, que 























A mis docentes pre-grado, pues su 
conocimiento, fue el que ilumino mi formación 
profesional. 
 
Al Dr. Lenin Domingo Alvarado Vara, mi asesor 
de investigación, pues fue mi guía en el intrincado 
camino de la investigación, transmitiéndome su 
profunda preocupación por dicha área, por lo que 
la presente se materializo bajo su inequívoca 
dirección. 
 
A la ciudad hermosa e inconfundible, 
Huánuco, por haberme acogido durante mi 
formación profesional, otorgándome no solo 
educación, sino que la experiencia necesaria para 








Bajo una lógica marcadamente acusatoria, se evoca con énfasis la 
función investigadora e inculpadora del Ministerio Público, en consecuencia, 
es indiscutible su señorío en la fase de investigación preparatoria. Por ello y 
partiendo de esa premisa, es ineludible afirmar, que es representante del 
Ministerio Publico, quien por exclusividad planteara los casos penales ante el 
órgano jurisdiccional sancionador, en otros términos, será el Fiscal quien 
comandara y estructurara la persecución penal, recolectando la elementos 
de convicción necesarios, para finalmente decidir qué persona será 
conducida ante una corte, bajo una adecuada atribución de responsabilidad 
por la ejecución de un tipo penal sancionable. 
 
Cabe señalar, que en el marco descrito y dado el novísimo rol del 
Ministerio Publico, el Fiscal asume una función determinante en la función 
persecutora estatal, pues asume un papel protagónico como director de la 
pesquisa, pues tendrá que liderar un equipo integrado por personal fiscal de 
menor jerarquía y miembros de la fuerza policial nacional; equipo al que 
tendrá que instruir adecuadamente, con el objetivo de que ejecuten de 
manera eficiente las estrategias aplicadas para la formación del caso y, 
cuando este caudal de información supere los controles debidos de 
probabilidad y certeza someterlo al órgano jurisdiccional sancionador 
competente; secuencia de hechos que bien ejecutados se materializaran, en 
la conclusión de incidentes en plazos razonables, elevados niveles de 
transparencia y por tanto en un mejor nivel de acercamiento a la colectividad 
con el Ministerio Público.  
 
Que, los fiscales asuman en exclusividad la investigación, reforma los 
cimientos sobre el cual descansa el modelo de administración de justicia 
penal en boga en nuestro país, el cual es una herencia de viejas costumbres 
inquisitivas de la colonia, así entonces esta evolución en la administración de 
justicia en materia penal significa un avance importante, con respecto a la 




Penal. Por otro lado, es innegable que toda reforma en el sistema, trae 
consigo nuevas perspectivas y esperanzas de solución de aquellos 
problemas que se venía arrastrando del sistema predecesor, lo que en el 
nuestro país se representaban en deficientes investigaciones, dilación 
excesiva de las causas, violación de derechos y otros; por tanto en razón 
ello, se requirió adicionalmente de la reforma, el planteamiento de puntos de 
partida para contrarrestar las dolencias que del sistema penal adjetivo 
nacional. 
 
En el novísimo Sistema Penal Oral Adversiarial, como se precisó el 
papel protagónico lo asume el Fiscal, pues conduce en exclusividad la 
investigación, estableciendo su estrategia y ejecutándola, para lo que 
inclusive se sirve de sus órganos de apoyo que operan bajo sus órdenes, 
por tanto su labor va más allá de solo lo precisado, pues también tendrá que 
supervisar estos actos de investigación y verificar su validez, pues 
depurados estos, será el caudal de información que lo respaldara en la 
decisión que valla a tomar, si es que decide archivar el caso o proseguir con 
el hasta alcanzar un éxito futuro en Juicio Oral, considera la etapa estelar, 
pues es donde los argumentos y hechos entran propiamente en el 
contradictorio, luego del cual discurrirá la prueba y es recién sobre esta que 
el juzgador emitirá su fallo; es por este motivo, que las diligencias actuadas 
por el fiscal al tomar conocimiento del hecho criminal tendrán especial 
importancia en el éxito del caso. 
 
En este hilo conductor no está por demás avocarnos a precisar que los 
fiscales, en el papel que asumen en nuevo sistema procesal acusatorio no 
tienen por función producir pruebas formalmente en la fase de investigación, 
pues su labor solo se circunscribe a recabar elementos de convicción. Ahora 
bien, cabe el supuesto que la citada investigación, puede haber sido 
precedida de una etapa de pesquisas preliminares, corresponderá en este 
supuesto al fiscal verificar la verosimilitud de las circunstancias de tiempo, 





Ahora bien, dado el supuesto de que las pesquisas se inicie con el 
informe Policial y se aporten apropiadamente elementos de convicción, 
materiales probatorios, evidencias físicas o información lícitamente obtenida, 
la cual acumulada permita acercarnos razonablemente a la conjetura que el 
investigado es partícipe o autor del injusto penal que se investiga, 
corresponde al Ministerio Publico formular la debidamente la imputación, así 
como diseñar el programa metodológico, la estrategia y acciones inmediatas, 
todo en virtud de cimentar adecuadamente el éxito del caso. 
 
La incoación de la imputación se efectiviza ante un juez de control de 
garantías, que en el caso nacional se denomina Juzgado de Investigación 
Preparatoria; será en este acto que el Fiscal, si cuenta con los presupuestos 
legales establecidos, podrá solicitar se dicte alguna medida de salvaguarda, 
que corresponda al tipo de delito y su complejidad. 
 
De materializarse una etapa de indagación, el fiscal a cargo, dispondrá 
que en el ínterin de esta se actué las diligencias de investigación de 
naturaleza inmediata e inaplazable, siempre que ello no represente lesión o 
limitación alguna a los derechos o garantías elementales de los sujetos 
involucradas; diligencias como entrevistas, interrogatorios, identificación de 
sospechosos y demás actividades, que permitan el adecuado acopio de 
elementos de convicción objetivos y evidencias físicas, que serán la base 
para determinar, la existencia de los elementos constitutivos del tipo penal, y 
si sus posibles responsables son autores o cómplices. 
 
Esta etapa tiene particularidad de reservada, y en ella la Policía y 
Fiscalía, en forma autónoma, adelantan las pesquisas que consideren útiles 
para la investigación, esto usualmente sin la concurrencia del resto de 
sujetos procesales. 
 
Por tanto, es necesario señalar que la fase de investigación 
propiamente dicha, comienza con el planteamiento la imputación por cuenta 
del representante del Ministerio Publico, y fenece con la incoación del 





Según lo expresado por la Corte Suprema de Justicia, el modelo 
procesal penal recientemente adoptado, encuentra su génesis en los 
sistemas europeos continentales, con un carácter eminentemente garantista, 
puesto que pretende evitar; la lesión de los derechos fundamentales cuando 
se advierte el desconocimiento de las garantías constitucionales, asimismo 
la preponderancia de la legalidad como principio, esto ejercido por el 
magistrado sobre la actividad desarrollada por los fiscales, con miras a 
responder a la realidad nacional, sin que se pretenda afirmar que el novísimo 
Sistema Penal adopte de manera absoluta a otro sistema acusatorio – 
adversarial, pues en la forma como se viene desarrollado en el tiempo que 
tiene de vigencia esta reforma procesal del sistema penal, nos permite 
concluir que es imperativa una reforma estructural del mismo, que permita 
mayor presteza en sus procedimientos y que también asegure de modo 
idóneo la comparecencia de los agraviados en su desarrollo. 
 
La relevancia jurídica, que se decanta, del análisis del derecho a la 
Tutela Procesal Efectiva, se erige en que permitirá acrecentar el 
entendimiento del alcance del citado derecho, esto con énfasis en los 
operadores de derechos y los justiciables, esto pues, solo así se logrará una 
debida y razonada aplicación del mismo, así como un merecido 
reconocimiento de mayores y mejores garantías en beneficio del ciudadano, 
con respecto al acceso a la justicia. 
 
La Tutela Procesal Efectiva, no tiene fáctica existencia positiva en el 
ordenamiento jurídico nacional, sin embargo, este quehacer investigativo, 
resaltara entre otros puntos que el citado de derecho tiene presencia 
constitucional, esto por intermedio de diversas figuras procesales 
positivisadas en las normas procesales especiales, en la propia Carta 
Magna, así como en los tratados y convenciones internacionales que se 





Asimismo, la Tutela Jurisdiccional Efectiva, es un derecho cuya esencia 
fundamental, ampara a todos los sujetos participes de una sociedad, a 
acceder debida y eficientemente a los órganos jurisdiccionales, a fin de 
ejercitar la defensa de sus derechos, ello bajo el contexto de un debido y 
legitimo proceso, que finalmente desembocara en una resolución razonada y 
cimentada en derecho, poniendo así fin a la Litis postulada y enervando 
significativamente la efectividad de esa tutela jurisdiccional. 
  
El objetivo central de esta investigación consistirá en presentar el 
dinamismo entre el rol que ejecuta el Ministerio Publico en su labor 
investigadora y persecutora, de cara a una debida manifestación del derecho 
a la tutela Jurisdiccional efectiva, entendido esto último a nivel de un derecho 
fundamental; por tanto, se buscara determinar en qué medida la deficiente 
investigación de los delitos comunes por parte de los señores Fiscales – 
Representantes del Ministerio Publico, ocasiona lesión al derecho a la tutela 























 Under a clearly accusatory logic, the investigative and investigative 
function of the Public Prosecutor's Office is emphasized, as a result, its 
dominance in the preparatory research phase is indisputable. For that reason 
and starting from this premise, it is inescapable to affirm, that it is a 
representative of the Public Ministry, who for exclusivity will raise criminal 
cases before the sanctioning court, in other words, it will be the Prosecutor 
who will command and structure the criminal prosecution, of conviction, to 
finally decide which person will be brought before a court, under an 
appropriate attribution of responsibility for the execution of a punishable 
criminal type. 
 
It should be noted that within the framework described and given the 
new role of the Public Ministry, the Prosecutor assumes a determining role in 
the state prosecutor, since he assumes a leading role as director of the 
research, as he will have to lead a team composed of fiscal personnel of 
lower hierarchy and members of the national police force; equipment to 
which it will have to instruct adequately, with the objective that they execute 
in an efficient way the strategies applied for the formation of the case and, 
when this flow of information surpasses the controls due probability and 
certainty to submit it to the competent sanctioning court; sequence of well-
executed facts to materialize, the conclusion of incidents within reasonable 
deadlines, high levels of transparency and therefore a better level of 
rapprochement with the Public. 
 
 That, prosecutors assume in exclusivity the investigation, reform the 
foundations on which rests the model of administration of criminal justice in 
vogue in our country, which is a legacy of old inquisitive customs of the 
colony, so then this evolution in the administration of justice in criminal 
matters means an important advance, regarding the delimitation of roles of 
the procedural subjects involved in the Criminal Procedure. On the other 
hand, it is undeniable that any reform in the system brings with it new 




from the predecessor system, which in our country were represented in 
deficient investigations, excessive delay of the causes, violation of rights and 
others; for this reason, it was necessary, in addition to the reform, to propose 
starting points to counteract the ailments that the national adjective penal 
system. 
 
In the new Oral Adversarial Criminal System, as the protagonist role 
was defined, the Prosecutor assumes the responsibility, since he exclusively 
conducts the investigation, establishing his strategy and executing it, for 
which he also uses his support organs that operate under his orders, for both 
his work goes beyond just what is needed, as he will also have to supervise 
these investigative acts and verify their validity, since these are debugged, it 
will be the information flow that will support him in the decision that he will 
take, if he decides to file the case or continue with it until it reaches a future 
success in Oral Judgment, considers the stellar stage, because it is where 
the arguments and facts properly fall into the contradictory, after which the 
test will run and it is only on this that the judge will issue his ruling ; it is for 
this reason that the steps taken by the prosecutor to take cognizance of the 
criminal act will case. 
 
 In this guideline, it is not enough to point out that prosecutors, in the 
role they assume in a new procedural system of accusation, do not have the 
function of producing evidence formally in the investigation phase, since their 
work is confined to gathering elements of conviction. However, it may be 
assumed that the aforementioned investigation may have been preceded by 
a preliminary investigation stage, in this case the prosecutor will verify the 
likelihood of the circumstances of time, space, form and manner in which the 
crime allegedly occurred. 
 
 However, given the assumption that the investigation begins with the 
police report and appropriate elements of evidence, evidence, physical 
evidence or information obtained lawfully, which accumulate allows us to 




author of the unjust criminal investigated, it is the responsibility of the Public 
Ministry to properly formulate the imputation, as well as to design the 
methodological program, strategy and immediate actions, all by virtue of 
properly cementing the success of the case. 
 
 The initiation of the imputation is effected before a judge of control of 
guarantees, that in the national case is denominated Court of Preparatory 
Investigation; it will be in this act that the Prosecutor, if he has the 
established legal budgets, may request to be issued some safeguard 
measure, corresponding to the type of crime and its complexity. 
 
If a stage of inquiry materializes, the prosecutor in charge will order that 
in the interim of this investigation proceedings of an immediate and 
unforeseeable nature, provided that this does not represent any injury or 
limitation to the basic rights or guarantees of the subjects involved ; 
interviews, interrogations, identification of suspects and other activities, 
allowing the adequate collection of objective evidence and physical evidence, 
which will be the basis for determining the existence of the constituent 
elements of the criminal type, and whether those responsible are authors or 
partners in crime. 
 
 This stage has particularity of reserved, and in her the Police and 
Prosecutor, autonomously, advance the researches that they consider useful 
for the investigation, this usually without the concurrence of the rest of 
procedural subjects. 
 
 It is therefore necessary to point out that the investigative phase proper, 
begins with the imputation on behalf of the representative of the Public 
Ministry, and expires with the initiation of the accusatory requirement, before 
the competent criminal court. 
 
 As expressed by the Supreme Court of Justice, the recently adopted 




with an eminently guarantor character, since it seeks to avoid; the violation of 
fundamental rights when it is noticed the lack of knowledge of constitutional 
guarantees, as well as the preponderance of legality as a principle, exercised 
by the magistrate on the activity developed by the prosecutors, with a view to 
responding to the national reality, without intends to affirm that the new Penal 
System adopts absolutely to another accusatory - adversarial system, 
because in the way that has been developed in the time that this procedural 
reform of the penal system has valid, allows us to conclude that a structural 
reform of the that allows for greater speed in its proceedings and also 
ensures the proper way the appearance of the aggrieved in its development. 
 
The legal relevance of the analysis of the right to effective procedural 
law is that it will increase the understanding of the scope of the 
aforementioned right, with an emphasis on the rights operators and the 
individuals involved. achieve a proper and reasoned application of the same, 
as well as deserved recognition of greater and better guarantees for the 
benefit of the citizen, regarding access to justice. 
 
The effective procedural law does not have a positive existence in the 
national legal system. However, this investigative task, among other points, 
emphasizes among other points that the legal right has a constitutional 
presence, this through various procedural figures positivisadas in the special 
procedural rules, in the Magna Carta itself, as well as in international treaties 
and conventions that are integrated into the national legal order. 
 
Likewise, Effective Jurisdictional Tutorship, is a right whose 
fundamental essence, protects all the participating subjects of a society, to 
access properly and efficiently to the jurisdictional organs, in order to 
exercise the defense of their rights, this in the context of due and legitimate 
process, which finally led to a reasoned resolution and grounded in law, 
thereby ending the postulated Litis and significantly undermining the 





The central objective of this research will be to present the dynamism 
between the role played by the Public Ministry in its investigating and 
persecuting work, with a view to a proper manifestation of the right to 
effective Jurisdictional tutelage, the latter understood at the level of a 
fundamental right; therefore, it will be sought to determine to what extent the 
deficient investigation of common crimes by the Prosecutors - 
Representatives of the Public Ministry, causes an injury to the right to 































Ignorando las disposiciones constitucionales, el proceso penal en la 
década pasada de los años ochenta continuó desarrollándose bajo el 
imperio de la regulación del Código de Procedimientos Penales de 1940, que 
con las múltiples modificatorias que tuvo a través del tiempo obedece no a 
un sistema procesal penal mixto, sino inquisitivo, en el cual las labores de 
investigación y de decisión se concentran en el Juez Penal, mientras que los 
representantes del Ministerio Público (fiscales), solo ejercer un rol pasivo, el 
mismo que se limita únicamente a emitir dictámenes descriptivos y/o 
ilustrativos previos a las resoluciones judiciales. 
 
Con el Código de Procedimientos Penales (1940), se regulaba la labor 
policial con respecto a la persecución del delito en su Título VI, en estricto a 
la labor de esta institución que, conforme al citado cuerpo normativo, será un 
cuerpo técnico especializado. «La Policía Judicial tiene la función de auxiliar 
a la administración de justicia, investigando los delitos y las faltas y 
descubriendo a los responsables, para ponerlos a disposición de los jueces, 
con los elementos de prueba y efectos que se hubiese incautado». Asimismo 
prescribe que aquellos efectivos de la Policía Judicial que participen en la 
investigación de un delito confeccionaran un atestado con todos los datos 
que hubiesen acopiado, en donde tendrán especial consideración en 
precisar las características físicas de los inculpados, el apodo, ocupación, 
domicilio real, antecedentes y otros que sean necesarios para la 
identificación; así como velaran por anexar las pericias que se ejecutado y 
los efectos del delito, estos atestados serán necesariamente visados por 
aquellos funcionarios que estuvieron a cargo de la investigación, sin que se 
exija diligencia de ratificación. Sin embargo la institución policial no logro 
desarrollar sus funciones conforme había sido propuesto, pues muchas 
veces solo terminaron limitándose al marco de la función descrita por al art. 
64 que a la letra dice: «Los Jueces Instructores o de Paz, los miembros del 
Ministerio Público y de las Salas Superiores podrán ordenar directamente a 




detenciones necesarias para la comparecencia de los acusados, testigos y 
peritos, así como las diligencias propias de la naturaleza de aquella 
institución destinadas a la mejor investigación del delito y sus autores». 
 
Por otro lado, el Ministerio Público, como institución cuya autonomía 
fue consagrada por la constitución, se le encomendó la labor de persecución 
del delito, sin embargo, al carecer de las herramientas legales necesarias, 
ha luchado titánicamente por buscar cumplir sus funciones de investigación 
la cual no solo se circunscribe a la lucha contra la delincuencia común, sino 
que también abarca hechos graves como el terrorismo y el tráfico ilícito de 
drogas. Cabe precisar que en los primeros años de su existencia se produjo 
una situación dual, por una parte se realizó un arduo trabajo para vencer la 
resistencia tanto de la Policía Nacional como del Poder Judicial, a que otra 
institución autónoma se haga cargo de la investigación; y por otra que los 
fiscales provinciales lucharon por cumplir sus funciones de investigación 
para determinar si promovían o no acción penal, ello se ha podido palpar 
fácticamente inclusive en lugares y situaciones de alto riesgo como en 
Huánuco, cuando se tuvo que enfrentar a la violencia producida por el grupo 
terrorista Sendero Luminoso y los abusos que cometían las fuerzas de 
seguridad nacional.  
 
Los fiscales provinciales en algunos casos, venciendo innumerables 
dificultades, investigaron la violación de Derechos Humanos como el 
secuestro y desaparición; sin embargo muchas de estas investigaciones no 
pudieron alcanzar éxito, dado que el poder de facto que recaía en las 
fuerzas militares establecía severas trabas a la materialización de diligencias 
esenciales, como la identificación de cadáveres, pericias balísticas y otras; 
asimismo se entorpecía la labor de recolección de evidencias, pues también 
se ocultaba información con relación a la nómina de personal militar que 
prestaba servicio en las bases militares, lo que desembocaba en la 
imposibilidad de individualizar a los autores de los hechos investigados. Es 
esa actitud de obstaculización de la investigación tuvo como fin sustraer a 




través de la inconstitucional declinatoria de jurisdicción. Frente a ese 
panorama, hubo una actitud cuestionable de los magistrados supremos que, 
al resolver las contiendas de competencia, declinaban a favor del fuero 
militar, reforzando los poderes y atribuciones de los militares, sobre todo en 
las zonas declaradas en estado de emergencia, en desmedro de las 
atribuciones de la autoridad civil.  
 
Sin embargo, lo grave del caso es que el fuero militar no tenía la 
intención de investigar ni de juzgar ni de sancionar, toda vez que su principal 
preocupación era lograr la impunidad de los miembros castrenses; ello se vio 
demostrado fácticamente, pues los casos terminaban siempre con 
resoluciones de sobreseimiento sin ningún fundamento que las sustente. 
Esta actitud fue legitimada al final del gobierno del presidente Fernando 
Belaunde, el 5 de junio de 1985, cuando promulgó la Ley N.° 24150 
concediendo mayores poderes y atribuciones a los militares en zonas 
declaradas bajo estado de excepción, en desmedro de las atribuciones de 
autoridad civil; estableció, además, normas que concedían una absoluta 
preeminencia de las normas del Código de Justicia Militar sobre la Ley Penal 
común. Es así que el art. 10 establecía que: “Los miembros de las Fuerzas 
Armadas o Fuerzas Policiales, así como todos aquellos que estén sujetos al 
Código de Justicia Militar que se encuentren prestando servicios en las 
zonas declaradas en estado de excepción, quedan sujetos a la aplicación del 
mencionado Código. Las infracciones tipificadas en el Código de Justicia 
Militar que cometan en el ejercicio de sus funciones son de competencia del 
fuero privativo militar, salvo aquellas que no tengan vinculación con el 
servicio».  
 
Debemos precisar que, de cara a estas cuestionables decisiones, hubo 
una actitud sumamente pasiva por parte del Ministerio Publicó, que 
ignorando el mandato que juraron ejecutar, ejecutaron la política del dejar 
hacer y dejar pasar, avocándose solo a la labor burocrática con la que 
buscaban aparentar investigar, aun sabiendo que con ello no hacían nada 




Especial de Defensoría del Pueblo y Derechos Humanos que funcionó hasta 
1995, la cual frente a graves hechos de violación de los Derechos Humanos 
solo se limitaba a cursar oficios a los jefes de los comandos político-militares 
solicitándoles informes o la práctica de verificación en las delegaciones 
militares o policiales a fin de que se determine la presencia o no de los 
denunciados en calidad de detenidas, empero no se requería otra diligencia 
conforme a la naturaleza de la investigación. Practicaban también diligencias 
de verificación en las morgues en relación a la existencia de cadáveres que 
eran movilizados con notables huellas de haber sido víctimas de torturas y 
ejecuciones fuera de la ley, y su actividad culminaba confeccionando un 
acta, pero no hacían diligencias de investigación ni denunciaban los hechos; 
procediendo a derivar los actuados a las fiscalías penales, pues 
manifestaban que su función era solamente preventiva. Esta conducta se 
practicaba también por fiscalías penales que igualmente solo se satisfacían 
con solicitar informes, aun en las circunstancias en la que era más que 
manifiesto que no accederían a su pedido, pero omitieron denunciar los 
hechos ante la autoridad jurisdiccional. Por lo que el Ministerio Público, como 
defensor de la legalidad y de los intereses ciudadanos, no efectivizo 
cabalmente sus funciones otorgadas por la constitución, verificación jurídica 
de la investigación, tenedor de la acción penal y carga de la prueba; siendo 
que, por el contrario, mantuvo incólume el abuso y dominio policial militar. 
 
De la misma manera acaeció cuando se dieron las innumerables de 
detenciones arbitrarias que aprovechando la convulsión política de esa 
época, practicaron los agentes del Estado, hechos frente a los cuales jamás 
se adoptó medida correctiva alguna, generando en las personas la nociva 
sensación de impunidad. Claro es que en el ínterin de este contexto de 
violencia un gran porcentaje de la ciudadanía se encontraba al medio de los 
dos flancos, por un extremo la violencia desmedida del grupo terrorista 
Sendero Luminoso y por el extremo opuesto la violencia incontrolada de los 
efectivos militares policiales, que representaban al Estado. Por dicho motivo 
es que la población era indiferente con relación a las instituciones estatales, 




haber repuesto un estado de Derecho, con democracia y respeto irrestricto a 
los Derechos Humanos, al tiempo grandes grupos eran sometidos 
severamente y resultaba para ellos inalcanzable recurrir a acciones de 
garantía y/o salvaguarda de derechos por encontrarse geográficamente 
áreas declaradas en emergencia y por dicho motivo bajo el control de las 
fuerzas político-militares. 
 
Frente al problema del terrorismo, pese a que la Ley N.° 24700 
disponía expresamente que el Fiscal dirige la investigación, en la práctica la 
Policía tenía el control absoluto sobre la detención preventiva, la 
incomunicación y el traslado de los detenidos y ello fue la base fundamental 
para ejercer su poder de criminalización en relación a esos casos. En la 
denominada lucha contra la violencia subversiva se privilegiaba la labor de la 
Policía y las fuerzas militares, quienes en ejercicio de las facultades de facto 
que detentaban, privaban de su libertad sin control a muchos ciudadanos, 
enfocando muchas de estas detenciones en contra de representantes 
gremiales y políticos, atribuyéndoles responsabilidad penal como terroristas. 
 
El sistema acusatorio penal, reduce los tiempos del proceso, aunque 
en ese ámbito la prevención que se ha de asumir está en la configuración y 
funcionamiento de los modelos organizacionales y prácticas institucionales 
que se pongan en ejecución. Sin embargo, en términos de eficacia, el reto 
central estriba en elevar el número de casos juzgados y en mejorar 
sensiblemente la calidad del juzgamiento. 
 
Este último tiene que ver, como se sabe en primer lugar, con la 
formación universitaria del abogado y el sistema de nombramientos 
judiciales; en segundo lugar, con la fortaleza y organización del Ministerio 
Público, y con el modelo de coordinación institucional que se defina con la 
Policía Nacional, que al final será central en la lucha contra la impunidad y a 
falta de ello no será posible un resultado positivo en la lucha contra la 





La importancia del estudio es que permitirá solucionar el porqué de las 
investigaciones deficientes en los delitos comunes por parte de los fiscales y 
con ello se vulnera la tutela procesal efectiva, ya que acaso esas 
deficiencias se cometen por falta de preparación de algunos fiscales o es 
que no toman en serio y con responsabilidad su ejercicio. 
 
Para el estudio, en su conjunto, se ha establecido el siguiente 
esquema: En el Capítulo I, se plantea y formula el problema de 
investigación, las hipótesis y variables, del mismo modo, se considera los 
objetivos, la justificación, importancia y limitaciones. En el Capítulo II, se 
desarrolla el Marco Teórico, sobre el que se desenvuelve el fenómeno social 
investigado. En el Capítulo III, la metodología y las técnicas, técnicas e 
instrumentos utilizados en la investigación. En el IV Capítulo, se presenta los 
resultados. En el Capítulo V, se presenta la discusión de los resultados, 
confrontación con el problema planteado, aporte científico; Finalmente se 
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PROBLEMA DE INVESTIGACION 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
La confrontación al delito es un fenómeno que lesiona a todas las 
sociedades, pues ha dejado de ser un problema local para 
transformarse en un fenómeno globalizado, se ha podido identificar los 
efectos nocivos para los países en camino al desarrollo, que se ha 
venido planteando desde diferentes flancos: incrementos punitivos, 
puesta en vigencia de un nuevo modelo procesal penal, gran cantidad 
de procesos judiciales, fortalecimiento y creación de la batalla contra la 
inseguridad ciudadana, participación de actores distintos al Estado, etc. 
No obstante luego de poco más de un año de vigencia del Nuevo 
Código Procesal Penal en Huánuco y el gastos de muchos millones de 
soles, el delito en Huánuco no se ha reducido, sino que por el contrario 
se han fortalecido y estos últimos han quedado impunes o sin 
respuesta a las víctimas o sus familiares sobre el producto de los 
respectivos procesos investigativos a cargo del Ministerio Público, a 
quien se le ha confiado constitucionalmente la persecución del delito, 
dada condición de titular de la acción penal pública. 
 
Ante la variabilidad y dificultad del fenómeno de criminalidad en 
Huánuco, el Ministerio Público, es decir sus representantes, los 
fiscales, no han definido parámetros estrictos de política criminal que 
sean la base y regulen el proceder de sus fiscales, pues esto 
posibilitaría concebir un plan estratégico frente al cumulo de los 
problemas; no se han propuesto objetivos o metas a partir de las 
posibilidades y dificultades existentes, lo que genera que las 
investigaciones se archivan al no tener resultado positivo de existo en 
sus indagaciones, que los casos que pasan a juzgamiento en gran 
escala terminan con sentencias absolutorias, el denunciante no reciba 




los plazos razonables y lo más grave la población no tenga confianza 
en el Ministerio Público. 
 
La población de Huánuco, recibió con expectativas positivas la 
entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Penal (a partir del 1º de 
junio del 2012), en la idea de que los delitos cometidos en esta parte 
del país serán duramente castigados y en el breve plazo, desterrando 
los viejos mitos de juicios escritos que duraban de cinco o más años en 
el peor de los casos; pero, los justiciables –denunciantes o víctimas, 
denunciados o imputados- que acudieron al Ministerio Público no han 
recibido respuesta oportuna de sus casos, en términos de sanción 
penal, salidas alternativas al conflicto o medidas de simplificación 
procesal o se mantienen las investigaciones sin resolver violando los 
plazo legales, perjudicando sus intereses; todo ello afecta la garantía 
fundamental a la tutela procesal efectiva, que exige en este caso, el 
derecho de toda persona afectado por el crimen de acceder a la 
administración de justicia y que ésta no sólo sea amparado por el 
Ministerio Público o Poder Judicial, sino que las resoluciones o 
disposiciones fiscales se ejecuten a cabalidad. 
 
Lo detallado precedentemente trae como consecuencia, en primer 
lugar, que en Huánuco se vea trasgredido la garantía fundamental a la 
tutela procesal efectiva; tal es así derecho penal es uno de los 
mecanismos de control social con los que cuenta el Estado, para 
sancionar conductas reprochables y no únicamente para imponer una 
sanción penal de pena privativa de libertad u otras penas, sino para el 
desagravio del daño causado por el crimen a la víctima o en su defecto 
sus familiares. 
 
El Ministerio Público, en sus marcos tradicionales, le otorga ínfima 
atención a los objetivos y a las estrategias relativas a la investigación 
del delito desde que tomó conocimiento o desde su inicio, 




virtualmente ciega; sin enfoque estricto, ni plan estratégico y menos 
con criterios de persecución penal debidamente depurados, tal como 
obliga su misión institucional.  
 
Dentro del área de la administración, explica QUINN, que la 
estrategia “es el patrón o plan que integra las principales metas y 
políticas de una institución, y, a su vez, establece la secuencia 
coherente de las acciones a realizar”; de modo que una estrategia 
adecuada colabora a poner en orden y determinar, con base en sus 
atributos y deficiencias internas, los recursos que posee una 
organización, ello con el fin de lograr el establecimiento de viabilidad y 
originalidad, así como para anticiparse de los cambios que puede sufrir 
el entorno,  a su vez serán los objetivos y las metas que establecerán 
que se lograra y cuando serán obtenidos los resultados. 
 
Para definir y poseer un plan de operaciones eficiente, es medular 
que primigeniamente se definan con lucidez los objetivos, esto bajo el 
filtro de compatibilidad y consenso con el contexto, asimismo el 
compromiso con los sujetos más determinantes. Además, se tiene que 
tener presente las opciones posibles de adoptar, ello para tomar 
decisiones adecuadas y oportunas, puesto que esto permitirá 
concretizar los objetivos principales, cuyos efectos requieren flexibilidad 
ante la realidad. 
 
La amplia pluralidad y complejidad del fenómeno de criminalidad, 
obliga al órgano fiscal a definir directrices de política criminal, las 
cuales deben ser zona de inicio y enmarquen el trabajo de los 
magistrados fiscales, todo a fin de que logren objetivamente formular 
una estrategia de trabajo frente al cumulo de dificultades, y 
consecuentemente se logre establecer propósitos y metas, esto 





En este plano habrá que evaluar el accionar de los distintos 
organismos que participan de las investigaciones, las dificultades 
internas, así como las de coordinación; el potencial humano afectado a 
la investigación, su capacitación y el respaldo del que disponen para 
desempeñarse con profesionalismo; los recursos materiales y 
tecnológicos que se posea y la utilidad concreta que proporcionan, etc. 
Todo esto es mayor al proceder de actuación de cada fiscal en forma 
individual, puesto que esto deberá involucrar conglomerado que 
representa el Ministerio Público. 
 
A su vez, de cara a los asuntos concretos, cada fiscal también 
pude y debe tener una visión estratégica, considerando la importancia y 
particularidad del caso. En ese sentido, no debe descuidarse que la 
investigación tiene como propósito acopiar elementos de convicción 
suficientes para que el magistrado fiscal confeccione una debida 
acusación, sin embargo, en otras circunstancias solo terminan 
aportando información para desestimar la prosecución del caso, lo que 
desembocara en un sobreseimiento o la aplicación de algún criterio 
alternativo (principio de oportunidad). 
 
La abundante variedad de respuestas factibles, exige niveles 
importantes de datos y fuentes diversas; ello necesariamente 
repercutirá en la evolución y perennidad de las pesquisas. Tal como lo 
explica BINDER “cuando la investigación se hace rutinaria, se pierde 
uno de los objetivos básicos, cual es la necesidad de que existan 
estrategias de investigación, es decir, caminos más eficaces, según los 
casos, para encarar y lograr la preparación de la acusación”. 
 
En consecuencia, las pesquisas de los delitos comunes, no 
tendrían éxito porque los magistrados fiscales, no realizan una 
racionalización en el tratamientos o dirección de los casos; no se 
diseña una táctica de investigación, a fin de optimizar el propósito y la 




respuesta a los justiciables, generando de esta forma desconfianza de 
la ciudadanía hacia Ministerio Público. 
 
Es el Ministerio Público, un elemento determinante para el aparato 
de justicia, y que fatídicamente es usualmente excluido de la atención 
necesaria por los operados competentes y peor aún, son la fuente de 
sinnúmero de problemas de gestión, pues la cantidad de casos que 
recibe y procesa, y el método como se ejecuta la selección y 
participación del Estado. En el contexto que no se establezca una 
política de fiscalización del flujo de casos que admitan manejar 
adecuadamente la carga de trabajo, afirma DUCE, “resulta difícil que 
pueda operar dentro de parámetros mínimos de racionalidad y calidad 
y que pueda desarrollar actividades productivas de investigación”. 
 
La dificultad fáctica de controlar adecuadamente los casos que se 
presentan al aparato de persecución penal, refuerza la “selectividad 
estructural del sistema penal”, amparando sectores, donde se puede 
actuar con un elevado nivel de arbitrariedad del poder penal. Por esta 
razón la selección se produce de los modos más diversos dependiendo 
del sistema institucional y sobre todo de las cualidades del operador o 
funcionario sobre quien se encomendó la función, habitualmente de 
una forma alejada a cualquier razonable política criminal. Mientras un 
selecto grupo de causas se encaminan con presurosa celeridad otras 
quedan paralizadas, llegando inclusive a prescribir, o peor aún a llegar 
a juicio con insuficiente caudal probatorio. Al no existir control, la 
selección se hace una forma “caótica, informal e irracional”. 
 
1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. PROBLEMA GENERAL 
 
¿En medida la deficiente investigación Fiscal en los delitos 
comunes por los representantes del Ministerio Publico ocasiona 




Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Huánuco - 
2014? 
 
1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS  
 
a) ¿De qué manera la deficiente investigación del delito 
común, vulnera el derecho fundamental a la tutela procesal 
efectiva?  
 
b) ¿De qué manera la no aplicación de los mecanismos 
alternativos al conflicto ocasiona la vulneración al derecho 
de tutela procesal efectiva en la Sala Penal Liquidadora de 
la Corte Superior de Justicia de Huánuco? 
 
c) ¿Por qué innecesariamente se investiga un hecho cuando 
no se tenga un pronóstico positivo en el resultado? 
 
1.3. OBJETIVO GENERAL  
 
Determinar las causas de la deficiente investigación de los 
representantes del Ministerio Publico en los delitos comunes que 
ocasiona la vulneración al derecho de tutela procesal efectiva en la 
Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Huánuco – 
2014. 
 
1.4. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 
a) Identificar la deficiente investigación del delito que vulnera el 
derecho fundamental a la tutela procesal efectiva 
 
b) Establecer si la no aplicación de los mecanismos alternativos al 
conflicto ocasiona la vulneración al derecho de tutela procesal 
efectiva en la Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de 





c) Establecer si resulta innecesario investigar un hecho cuando no se 
tenga un pronóstico positivo en el resultado. 
 
1.5. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACION 
 
Materializar la investigación en la región es muy necesaria, debido 
a la existencia de fundamento doctrinal, jurídico y constitucional, ya que 
ofrece a las personas, justicia, bienestar y tranquilidad dirigida hacia el 
respeto del Estado de Derecho. 
 
La envergadura del presente proyecto de investigación jurídico 
social, se justifica en virtud de los cinco puntos que seguidamente se 
pasa a desarrollar brevemente, los mismos que sirven de sustento 
inicial, siendo estos los siguientes: 
 
a) Su Interés: Nos remarcamos al interés de los ciudadanos, 
donde constantemente se vulneran sus derechos 
fundamentales. 
 
b) La conveniencia: Un conocimiento rebosante de los 
derechos fundamentales como la tutela procesal efectiva, 
permite al órgano persecutor del delito el adecuado manejo 
de las normas jurídicas en consonancia con la Constitución 
Política del Estado, las leyes y las propias estrategias de la 
pesquisa del delito 
 
c) Oportunidad: En esta Investigación el problema presentado 
resulta oportuno, al saber que nos enmarcamos en un 
Estado democrático y social de derecho. 
 
d) La utilidad: La elaboración y ejecución de la presente 
investigación jurídica social, permitirá al órgano persecutor 




delito, con la debida deferencia para con los derechos 
fundamentales de los ciudadanos. 
 
e) Trascendencia Jurídica: La presente investigación reviste 
especial importancia, ya que conforme se ha enunciado, se 
busca la optimización del método utilizado para investigar el 
delito por parte de los señores fiscales, es decir respetando 
la primacía de la carta magna y los derechos fundamentales 
del ciudadano que en su ínterin se consagra. 
 
La importancia de la investigación, radica en relación a que su 
estudio concederá aportes importantes a la legislación penal, procesal, 
magistratura, y sociedad, porque contribuirá con el Estado e 
involucrados evitando gastos innecesarios y reduciendo la carga 
procesal. 
 
Servirá como un antecedente en la materialización de posteriores 
trabajos de investigación 
 
1.6. VIABILIDAD DE LA INVESTIGACION 
 
En relación a la viabilidad del trabajo de investigación, es viable, 
pues no se presentará impedimento alguno con respecto de la 
institución a la que se acudirá para desarrollar la investigación, toda 
vez que el investigador solicitara el permiso correspondiente para 
poder tener aproximación a la data y revisión de documentos (Casos); 
asimismo se encontró información bibliográfica, revistas especializadas 
y sitios de la internet, relacionadas al tema. 
 
También se preverá contar con la logística suficiente para su 
desarrollo. Por la presencia de fundamento doctrinal, Jurídico y 
constitucional, ya que ofrece a los representantes del Ministerio Público 
y a los ciudadanos, bienestar y tranquilidad enfocada en el bien 





1.7. LIMITACIONES DE LA INVESTIGACION 
 
Es pertinente precisar que las limitaciones de la presente 
investigación, están relacionados a las restricciones propias del tipo del 
problema abordado, el que se presenta por la poca investigación 
nacional sobre tema, obligándonos a acudir a la práctica judicial y 

































2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION 
 
En relación a la presente investigación, se puede indicar que no 
existen investigaciones, tesis elaboradas o libros que aborden el 




Un abultado número de autores son coincidentes al precisar que 
el amanecer de los derechos humanos tiene su concepción en la 
Grecia Antigua y emergieron con el derecho natural del hombre. El 
ejemplo clásico, tomado de la literatura Griega, es el de Antígona. 
Según Sófocles. SAAVEDRA ROJAS, Edgar; y, GORDILLO 




No obstante, fue el Cristianismo el que sentó las bases para 
evocar la igualdad de todos los seres humanos, dado que postulo el 
argumento de ser todos hijos de Dios, el Creador. Sin embargo, es la 
propia iglesia que dilato en exceso en adoptar a cabalidad esta doctrina 
de los derechos humanos, desprendida de su propio cristianismo. 
 
La Edad Media, enfáticamente no fue una etapa de la historia 
favorable a la concepción y evolución de los derechos humanos, 
menos aún a su aplicación. Esto pues estuvo sometida profundamente 
al dominio de la filosofía aristotélica, el derecho medieval (elemento 
representativo, entre otros, el reconocimiento por parte de santo Tomás 
de Aquino –como antes lo fuera de Aristóteles- de la esclavitud) que no 




enfoco su labor en establecer a la personalidad humana como el punto 
de preocupación del derecho y el desarrollo social. 
 
LA CARTA MAGNA 
 
La sociedad Occidental, Inglaterra, fue donde primigeniamente se 
estableció las fronteras al ejercicio del poder, los cuales tenían como 
objetivo preservar los derechos humanos del pueblo. La Carta Magna 
(1215), por la cual el Rey Juan Sin Tierra (Inglaterra) se obligó 
jurídicamente a respetar las "leyes viejas" y garantizó positivamente los 
privilegios de los barones feudales, incluyendo copulativamente el 
reconocimiento de determinados derechos humanos fundamentales 
aplicables a todos los habitantes del reino, donde figuran 
representativamente: el derecho a la vida, el juicio previo al arresto o 
condena de cualquier noble o eclesiástico, etc.  
 
RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS DEL CIUDADANO 
 
En Estados Unidos, se marcó un precedente importante, esto a 
partir de la Declaración de Independencia (1776), pues constriñe un 
singular párrafo, que por primera vez un poder, y en el caso estricto el 
constituyente, asumiría las obligaciones que supone el reconocimiento 
de los derechos del ciudadano: Consideramos como verdades 
evidentes que todos los hombres han sido creados iguales, que han 
sido dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables, entre los 
que se encuentran la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad. 
 
DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL 
HOMBRE Y DEL CIUDADANO 
 
En ese sentido y sin desmedro de lo anteriormente precisado, se 
tiene como más grande piedra angular de la institución, proclamación, 




Derechos del Hombre y del Ciudadano, promulgada por la Asamblea 
Francesa el 26 de agosto de 1789. En ella se reconocía estricta y 
solemnemente que los hombres nacen y permanecen libres e iguales 
en sus derechos. 
 
Por ello y dos siglos después de esas primeras Declaraciones, los 
derechos humanos, se han vuelvo insumo de otras convenciones y 
cuerpos legales que constituyen a la fecha el ordenamiento jurídico 
general y universal de protección de los derechos fundamentales de los 
seres humanos. 
 
DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE 
 
Con posterioridad al conflicto bélico denominado, Segunda Guerra 
Mundial, las Declaraciones de Derechos se manifestaron como 
exposiciones programáticas suscritas por la mayoría de países del 
mundo. Por tanto, la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
del Hombre, aprobada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1948, hallo el debido respaldo institucional de los Estados 
Europeos, que en 1950 suscribieron la Convención Europea para la 
salvaguarda de los derechos del hombre y las libertades 
fundamentales. En tiempos más cercanos a la actualidad, las 
Declaraciones han valido para viabilizar reivindicaciones -derechos de 
la mujer, de los adolescentes, del niño, de los pueblos indios, entre 
otros-, que empero no han alcanzado el eco necesario para obtener el 
suficiente apoyo. 
 
En la actualidad, los derechos humanos, pese a mantenerse 
muchas veces rezagados por otros, ocupan en la Carta Magna y leyes 
del mundo un espacio importante, tanto así que aquellas circunstancias 
donde se posee bajas expectativas de su vigencia, más se acrecienta 





EN EL PERU 
 
Nuestra Carta Magna a través de la historia ha recogido los 
postulados referidos a los derechos humanos y por ello los derechos 
fundamentales de los seres humanos, siendo el último contrato social 
el de 1993; como el derecho al acceso a la justicia y la obtención de 
una respuesta fundada en derecho de parte del Estado. 
 
2.2. BASES TEORICAS 
 
2.2.1. ANTECEDENTES TEÓRICOS DE LA INVESTIGACIÓN  
 
El Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto 
Legislativo Nº 957, es una meta alcanzada de un amplio camino 
de reforma del sistema penal peruano, el cual tuvo génesis en 
los años setenta del siglo que nos dejó. La problemática que se 
tenía entre manos, con relación al sistema de justicia penal 
nacional no tendría éxito, si se hubiera mantenido vigente los 
principios y organización del viejo código de 1940, por ello se 
tuvo configurar otro nuevo modelo procesal, el mismo que ahora 
llamando NCPP (nuevo código procesal penal) constituye una 
valla que superar para las instituciones públicas que integran el 
sistema de justicia penal, esto es: Ministerio Público, Policía 
Nacional, Defensoría Pública y Poder Judicial.  
 
La reforma del proceso penal, en primera instancia, no solo 
significa modificar o renovar la ley adjetiva, al extremo de como 
señala MAC LEAN, este ámbito no representa propiamente ni el 
10% de la reforma; y, en segundo lugar, más que presupuesto -
siempre importante y necesario-, se requiere principalmente 
de recurso humanos (abogados, fiscales y jueces) y un órgano 





El sistema acusatorio penal, reduce los tiempos del 
proceso, aunque en ese ámbito la prevención que se asume 
radica en la configuración y funcionamiento de los modelos 
organizacionales y prácticas institucionales que se ejecuten. 
Empero, en índices de eficacia, el reto central estriba en elevar 
la cantidad de casos juzgados y en mejorar sensiblemente el 
nivel del juzgamiento. 
 
Este último tiene que ver, como se sabe en primer término, 
con la formación universitaria del abogado y el régimen de 
nombramientos judiciales; en segundo lugar, con la fortaleza y 
organización de la institución persecutora – Ministerio 
Publico, y la estructura de la coordinación institucional a 
determinar con la Policía Nacional, que al final será central en el 
combate contra la impunidad. 
 
Bajo una lógica marcadamente acusatoria, se asume el 
respeto debido por el rol exclusivo de investigador y acusador 
del Ministerio Publico, y su señorío como director de la fase de 
investigación preparatoria. Es decir, será el Fiscal, quien por 
exclusividad plantea los casos penales por ante el Juzgador, es 
quien estructura la persecución penal, recauda los elementos de 
convicción y filtra qué sujeto será llevado a los tribunales de 
administración de justicia bajo la imputación de responsabilidad, 
en virtud de una presunta comisión de un tipo penal – delito. 
 
GOSSEL, formula dos afirmaciones al respecto, que muy 
bien se extienden al novísimo modelo procesal penal nacional: 
(i) La facultad de decisión relativa a la acusación o al 
sobreseimiento (art. 344º.1 del NCPP) que se confiere al 
Ministerio Público, constituye una prerrogativa lógico – jurídica 
que lo obliga a la averiguación del hecho; y (ii) todo el 




sospecha hasta que se resuelva sobre la interposición de la 
acusación o la propuesta de sobreseimiento, está conferido al 
Ministerio Público, a quien se ha calificado como “señor del 
procedimiento preliminar de investigación” (art. 61º.2 y 65º del 
NCPP). 
 
De cara al proceso penal, el trabajo del magistrado fiscal se 
inicia cuando una notitia criminis llega a su conocimiento, 
independiente de cual sea la forma en la que se presente esta 
(v. gr. Denuncia de parte, denuncia por acción popular, 
información policial, por su difusión en medios de comunicación 
social, etc.) 
 
Quizás porque la persecución penal es en nuestro 
ordenamiento jurídico - nacional de naturaleza pública, oficial y 
obligatoria, es una excepción aquellos tipos penales de ejercicio 
privado-, la cultura propia del modelo procesal inquisitivo –que 
tenía su texto normativo básico en el Código de PP 1940- 
generó un contexto adecuado para adoptar como una práctica 
permitida que las notitias criminis que llegaban a conocimiento 
del Ministerio Público tenga que dar lugar, por lo menos, a una 
investigación preliminar; sin que antes de ordenar la misma se 
tenga que efectivizar un examen riguroso en relación a las reales 
implicancias jurídico-penales y procedimentales del suceso 
materia de denuncia. 
 
El modelo de administración de justicia penal queda 
desacreditado ante los ojos de los usuarios, pierde credibilidad, 
cuando a razón de no haberse realizado una adecuada 
calificación se ingresan casos que tiempo después son 





La población no pueden entender con facilidad, 
generándose incluso sospechas de la pulcritud del proceder de 
los interpretes del derecho –como es que un suceso que ha 
merecido suficientemente acreditación no habrá de continuar su 
tránsito hasta la obtención de una pronunciamiento condenatorio 
o en su defecto, hasta la solución satisfactoria de su conflicto, 
ello a través del empleo  de unos de algún criterio de 
oportunidad que consagra el artículo 2º del CPP 2004 –cuando 
inicialmente se ordenó su investigación- dejando con ello que el 
suceso constituía delito, pero era necesario recolectar elementos 
de convicción que acrediten su realización. 
 
En el novísimo modelo penal adjetivo del CPP 2004, no 
sucede así, porque se incrementa sustancialmente sus 
obligaciones funcionales; por ejemplo: calificar la notitia-criminis, 
diseñar y dirigir la investigación preparatoria, participar 
personalmente en algunos de sus actos, responder 
fundadamente los pedidos formulados por las partes, 
confeccionar y concurrir a audiencia a sustentar oralmente los 
diversos requerimientos que resulten necesarios para el 
próspero resultado de la pesquisa, concurrir a audiencias 
cuando sea citado por el juzgador para discutir los pedidos de 
los justiciables, confeccionar la acusación, así como preparar y 
litigar el juicio. 
 
La sobrecarga de trabajo inútil que asume por no haber 
hecho una adecuada calificación de las notitias criminis le 
dificultará contar con el tiempo, fuerza de trabajo y dedicación 
necesaria para perseguir los hechos que sí son penalmente 
relevantes y que requieren una investigación diligente para su 
esclarecimiento y eficaz litigación tanto en las audiencias 






2.2.2. PROCEDIMIENTO DE RACIONALIZACIÓN EN EL 
TRATAMIENTO O GESTIÓN DE CASOS 
 
La función más básica que un modelo persecutorio penal, 
debe estar en capacidad de satisfacer es la de manejar 
razonablemente los casos que conoce, o bien, hacerse cargo 
del tráfico de casos que recibe. 
 
Así, la variable principal que condiciona el correcto 
funcionamiento de un Ministerio Público, y de la estructura de 
justicia penal en su conjunto, es el manejo y control de esa 
carga de casos. 
 
En la circunstancia que el sistema no desarrolle una 
apropiada política de manejo del mismo, que a su vez le faculte 
subyugar la carga de trabajo, es complicado que logre actuar 
dentro de parámetros básicos de racionalidad y calidad. 
 
Por estas razones, como hemos visto con anterioridad, la 
gran parte de reformas procesales establecieron un 
conglomerado de criterios e instituciones que le admitieran al 
Fiscal, desde muy temprano en la pesquisa (facultades de 
desestimación y materialización de salidas abreviadas) 
desarrollar una estructura de control de la carga de labores, 
ello con el objeto de superar la situación que imponía la 
vigencia irrestricta del principio de legalidad en el marco de los 
sistemas inquisitivos. 
 
La necesidad del uso racional de los medios del Ministerio 
Público hace que se deba tener mucho cuidado al determinar la 
admisión de los casos al sistema penal, debiendo rechazarse 
liminarmente aquellos que desde un inicio se puede apreciar 
con evidencia que carecen de la menor posibilidad de generar 
